
 
 
 

 

Información relevante sobre el Real Decreto-ley 15/2020 

En el Boletín Oficial del Estado de 22 de abril de 2020 se publicó el Real Decreto-ley 15/2020, 

de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, 

cuya entrada en vigor está prevista para el día 23 de abril (disposición final 13ª, apartado 1). 

Esta disposición introduce nuevas disposiciones de interés para la abogacía, así como 

modificaciones en anteriores reales decretos leyes, que se exponen a continuación. 

 

Medidas para reducir los costes operativos de pymes y autónomos 

Como indica el preámbulo del Real Decreto-ley 15/2020, como consecuencia de las medidas 

excepcionales adoptadas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara 

el estado de alarma, muchas actividades económicas se han visto obligadas a suspender su 

actividad o a reducir drásticamente la misma. 

La falta o la reducción de ingresos durante el periodo que dure el estado de alarma puede dar 

lugar a la incapacidad financiera de autónomos y pymes para hacer frente al cumplimiento, 

total o parcial, de sus obligaciones de pago de renta de locales en alquiler que pone en serio 

riesgo la continuidad de sus actividades. 

Como recuerda el preámbulo, la norma legal que rige las relaciones arrendaticias (Ley 

29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos) no prevé en términos generales 

causa alguna de exclusión del pago de la renta por fuerza mayor o por declaración de estado 

de alarma u otras causas. Tampoco en el Código Civil (art.1.105 y concordantes) se encuentra 

una solución idónea porque su regulación de la fuerza mayor no ajusta la distribución del 

riesgo entre las partes, aunque puede justificar la resolución contractual en los casos más 

graves. 

Ante esta situación, el RDley 15/2020 introduce una regulación específica en la materia, en 

línea con la cláusula “rebus sic stantibus”, de elaboración jurisprudencial, que permite la 

modulación o modificación de las obligaciones contractuales si concurren los requisitos 

exigidos: imprevisibilidad e inevitabilidad del riesgo derivado, excesiva onerosidad de la 

prestación debida y buena fe contractual. 

Moratoria y aplazamiento del pago de alquiler para usos diferentes del de vivienda en sus 

artículo 1,2, y 3. 

El artículo 1 establece la moratoria para el supuesto de arrendamientos para uso distinto del 

de vivienda con grandes tenedores, en el pago de la renta arrendaticia para personas físicas y 

jurídicas, que se aplicará de manera automática y afectará al periodo de tiempo que dure el 

estado de alarma y sus prórrogas y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si 



 
 
 

aquel plazo fuera insuficiente en relación con el impacto provocado por el COVID-19, sin que 

puedan superarse, en ningún caso, los cuatro meses.  La renta se aplazará, sin penalización ni 

devengo de intereses, a partir de la siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el 

fraccionamiento de las cuotas en un plazo de dos años, que se contarán a partir del momento 

en el que se supere la situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización del plazo de 

los cuatro meses antes citado, y siempre dentro del plazo de vigencia del contrato de 

arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. Esta moratoria deberá ser aceptada por el 

arrendador siempre que no se hubiera alcanzado ya un acuerdo entre ambas partes de 

moratoria o reducción de la renta. 

El artículo 2 establece las condiciones de la moratoria para uso distinto de vivienda, para 

aquellos supuesto en los que el arrendador no sea un “gran tenedor de vivienda”; prevé este 

precepto que el arrendatario, en el plazo de un mes, desde la entrada en vigor del Real 

Decreto-ley, podrá solicitar el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta 

siempre que dicho aplazamiento o una rebaja de la renta no se hubiera acordado por ambas 

partes con carácter voluntario. Igualmente dispone que se puede pactar el uso de la fianza 

como pago del alquiler, en cuyo supuesto está deberá ser respuesta por el arrendatario en el 

en el plazo de un año desde la celebración del acuerdo o en el plazo que reste de vigencia del 

contrato, en caso de que este plazo fuera inferior a un año. 

El artículo 3 establece los requisitos para que los autónomos y pymes arrendatarios puedan 

acogerse a lo dispuesto en los artículos 1 y 2, que son los siguientes: 

1. En el caso de contrato de arrendamiento de un inmueble afecto a la actividad 

económica desarrollada por el autónomo: 

a) Estar afiliado y en situación de alta, en la fecha de la declaración del estado de 

alarma mediante el Real Decreto 463/2020, en el Régimen Especial de la Seguridad 

Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o en el Régimen Especial de 

la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar o, en su caso, en una de las 

Mutualidades sustitutorias del RETA. 

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 

vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la 

Autoridad competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del 

referido real decreto. 

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida como 

consecuencia de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se 

deberá acreditar la reducción de la facturación del mes natural anterior al que se 

solicita el aplazamiento en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación 

media mensual del trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior. 

2. En caso de contrato de arrendamiento de inmueble afecto a la actividad económica 

desarrollada por una pyme: 



 
 
 

a) Que no se superen los límites establecidos en el artículo 257.1 del Real Decreto 

Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Sociedades de Capital. 

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 

vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la 

Autoridad competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del 

referido real decreto. 

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de 

lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se deberá acreditar la 

reducción de su facturación del mes natural anterior al que se solicita el aplazamiento 

en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación media mensual del 

trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior. 

El cumplimiento de los anteriores  requisitos se acreditará por el arrendatario ante el 

arrendador mediante la presentación de la siguiente documentación (artículo 4): 

a) La reducción de actividad se acreditará inicialmente mediante la presentación de 

una declaración responsable en la que, en base a la información contable y de ingresos 

y gastos, se haga constar la reducción de la facturación mensual en, al menos, un 75 

por ciento, en relación con la facturación media mensual del mismo trimestre del año 

anterior. En todo caso, cuando el arrendador lo requiera, el arrendatario tendrá que 

mostrar sus libros contables al arrendador para acreditar la reducción de la actividad. 

b) La suspensión de actividad, se acreditará mediante certificado expedido por la 

Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 

Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 

declarada por el interesado. 

Los arrendatarios que se hayan beneficiado del aplazamiento temporal y extraordinario en el 

pago de la renta sin reunir los requisitos establecidos en el artículo 3 del RDley 15/2020, serán 

responsables de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los 

gastos generados por la aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las 

responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar (art.5). 

 

Novedades de índole tributaria y fiscal 

El RDley 15/2020 ha introducido modificaciones en el ámbito tributario. 

El art. 8 prevé que, con efectos desde su entrada en vigor y vigencia hasta el 31 de julio de 

2020, se aplicará el tipo del 0 por ciento del IVA a las entregas de bienes, importaciones y 

adquisiciones intracomunitarias de bienes referidos en el Anexo de este real decreto-ley cuyos 



 
 
 

destinatarios sean entidades de Derecho Público, clínicas o centros hospitalarios, o entidades 

privadas de carácter social a que se refiere el apartado tres del artículo 20 de la Ley 37/1992, 

de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. Estas operaciones se documentarán 

en factura como operaciones exentas. 

El art.9 introduce una previsión relacionada con el artículo único del RDley 14/2020; este 

dispone: 

“1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, los 

plazos de presentación e ingreso de las declaraciones y autoliquidaciones tributarias 

de aquellos obligados con volumen de operaciones no superior a 600.000 euros en el 

año 2019 cuyo vencimiento se produzca a partir de la entrada en vigor de este real 

decreto-ley y hasta el día 20 de mayo de 2020 se extenderán hasta esta fecha. En este 

caso, si la forma de pago elegida es la domiciliación, el plazo de presentación de las 

autoliquidaciones se extenderá hasta el 15 de mayo de 2020”. 

El art.9 del RDley 15/2020 dispone que  

“1. Los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades a los que resulte de aplicación el 

apartado 1 del artículo único del Real Decreto-ley 14/2020, cuyo período impositivo se 

haya iniciado a partir de 1 de enero de 2020, podrán ejercitar la opción prevista en el 

apartado 3 del artículo 40 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 

Sociedades, mediante la presentación en el plazo ampliado a que se refiere el artículo 

único del mencionado real decreto-ley, del primer pago fraccionado a cuenta de la 

liquidación correspondiente a dicho período impositivo determinado por aplicación de 

la modalidad de pago fraccionado regulado en dicho apartado. 

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades cuyo período impositivo se haya 

iniciado a partir del 1 de enero de 2020, que no hayan tenido derecho a la opción 

extraordinaria prevista en el apartado anterior, cuyo importe neto de la cifra de 

negocios no haya superado la cantidad de 6.000.000 de euros durante los 12 meses 

anteriores a la fecha en la que se inició el mencionado período impositivo, podrán 

ejercitar la opción prevista en el apartado 3 del artículo 40 de la Ley 27/2014, de 27 de 

noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, mediante la presentación en plazo del 

segundo pago fraccionado a cuenta de la liquidación correspondiente a dicho período 

impositivo que deba efectuarse en los primeros 20 días naturales del mes de octubre 

de 2020 determinado por aplicación de la modalidad de pago fraccionado regulado en 

dicho apartado. 

El pago fraccionado efectuado en los 20 días naturales del mes de abril de 2020 será 

deducible de la cuota del resto de pagos fraccionados que se efectúen a cuenta del 

mismo período impositivo determinados con arreglo a la opción prevista en el párrafo 

anterior. 



 
 
 

Lo dispuesto en este apartado no resultará de aplicación a los grupos fiscales que 

apliquen el régimen especial de consolidación fiscal regulado en el capítulo VI del título 

VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 

3. El contribuyente que ejercite la opción con arreglo a lo dispuesto en este artículo 

quedará vinculado a esta modalidad de pago fraccionado, exclusivamente, respecto de 

los pagos correspondientes al mismo periodo impositivo”. 

Los artículos 10, 11 y 12 contienen reglas tributarias relacionadas con el IRPF y el IVA de pymes 

y autónomos. 

El artículo 10 establece la limitación de los efectos temporales de la renuncia tácita al método 

de estimación objetiva en el ejercicio 2020. Establece que los contribuyentes que renuncien a 

este sistema podrán volver a determinar el rendimiento neto de su actividad económica con 

arreglo al método de estimación objetiva en el ejercicio 2021, siempre que cumplan los 

requisitos para su aplicación y revoquen la renuncia al método de estimación objetiva en el 

plazo previsto en la letra a) del apartado 1 del artículo 33 del Reglamento del Impuesto o 

mediante la presentación en plazo de la declaración correspondiente al pago fraccionado del 

primer trimestre del ejercicio 2021 en la forma dispuesta para el método de estimación 

objetiva. 

El artículo 11, en lo relativo al cálculo de los pagos fraccionados en el método de estimación 

objetiva de la cuota trimestral del IVA como consecuencia del estado de alarma declarado en 

el período impositivo 2020. Establece que los sujetos pasivos que desarrollen actividades 

empresariales o profesionales incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 22 de 

noviembre, y estén acogidos al régimen especial simplificado, para el cálculo del ingreso a 

cuenta en el año 2020, a que se refiere el artículo 39 del Reglamento del Impuesto sobre el 

Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, no computarán, 

en cada trimestre natural, como días de ejercicio de la actividad, los días naturales en los que 

hubiera estado declarado el estado de alarma en dicho trimestre. 

Es importante destacar, además, la DA 1ª del RDley 15/2020, que modifica los plazos de 

vigencia de determinadas disposiciones tributarias del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19, y del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. En 

concreto, dispone que las referencias temporales efectuadas a los días 30 de abril y 20 de 

mayo de 2020 en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, y en las disposiciones adicionales 

octava y novena del Real Decreto-ley 11/2020, se entenderán realizadas al día 30 de mayo de 

2020. 

 Por último, la  disposición final 8ª modifica el Real Decreto-ley 8/2020, en concreto su artículo 

3.3, de manera que se prevé que “si el obligado tributario, no obstante la posibilidad de 

acogerse a la ampliación de los plazos de los apartados anteriores o sin hacer reserva expresa 



 
 
 

a ese derecho, atendiera al requerimiento o solicitud de información con trascendencia 

tributaria o presentase sus alegaciones, se considerará evacuado el trámite”. 

 

• Disponibilidad excepcional de los planes de pensiones en situaciones derivadas de la 

crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

El artículo 23 establece que pueden solicitar hacer efectivos sus derechos consolidados en los 

supuestos de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 

los partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado, y los partícipes de 

los planes de pensiones del sistema de empleo de aportación definida o mixtos para aquellas 

contingencias definidas en régimen de aportación definida. 

Los partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo de la modalidad de prestación 

definida o mixtos también podrán disponer, para aquellas contingencias definidas en régimen 

de prestación definida o vinculadas a la misma, de los derechos consolidados en caso de estar 

afectados por un ERTE, la suspensión de apertura al público de establecimientos o el cese de 

actividad, derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuando lo 

permita el compromiso por pensiones y lo prevean las especificaciones del plan aprobadas por 

su comisión de control en las condiciones que estas establezcan.  

 

Ámbito laboral  

El  RDley fija distintas medidas que modifican las disposiciones establecidas en el RD Ley 
8/2020, entre ellas las relacionadas con el trabajo a distancia, la extinción laboral en el período 
de prueba producida durante el período de alarma, así como a las relativas a  las trabajadoras 
y los trabajadores fijos-discontinuos. 

En primer lugar, en relación con el trabajo a distancia, el art. 15 establece la prórroga de la 
vigencia de lo establecido en los artículos 5, trabajo preferente del trabajo a distancia, y 6, 
derecho de adaptación del horario y reducción de jornada, del Real Decreto Ley 8/2020, de 17 
de marzo, ampliando dicha vigencia durante los dos meses posteriores al fin del estado de 
alarma. Una vez aprobada el 22 de abril por el Congreso de los Diputados la nueva prórroga del 
estado de alarma, a solicitud del Gobierno, la fecha probable de fin de la vigencia es el 10 de 
mayo de 2020. 

 
El art. 22 hace referencia a la consideración legal de desempleo por extinción de la relación 
laboral en el período de prueba producida durante la vigencia del estado de alarma a instancia 
de la empresa, producida a partir del día 9 de marzo de 2020, o de las personas trabajadoras 
que hubieran resuelto voluntariamente su última relación laboral a partir del día 1 de marzo 
de 2020, como consecuencia de la crisis derivada del COVID-19. 

 
Por su parte, mediante la Disposición Adicional octava se modifica el apartado 6 del art. 25 del 

RDley 8/2020, reforzándose la protección de los trabajadores fijos-discontinuos, ampliando la 



 
 
 

cobertura regulada en el RDley 8/2020, a aquellas personas trabajadoras que no hayan podido 

reincorporarse a su actividad en las fechas previstas, como consecuencia del COVID-19 y que, o 

bien disponiendo de periodos de ocupación cotizada suficiente, no cumplen el requisito de 

situación legal de desempleo, o bien no pueden acceder a la prestación por desempleo por 

carecer del periodo de cotización necesario para acceder a dicha prestación. 

La Disposición Adicional décima regula, en conexión con el art. 17 del RDley 8/2020 la opción 

por una mutua colaboradora con la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Especial 

de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos que hubieran 

optado inicialmente por una entidad gestora, estableciendo el régimen temporal de ejercicio 

de esa opción y las consecuencias de la falta de ejercicio por los trabajadores incluidos en su 

ámbito. 

En conexión con ese mismo artículo 17 del RDley 8/2020, la Disposición Adicional undécima 

del RDley 15/2020 establece el régimen de la opción por una mutua colaboradora con la 

Seguridad Social de trabajadores del Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos realizada para causar derecho a la prestación 

extraordinaria por cese de actividad; a estos efectos, se prevé que esa opción dará lugar a que 

la mutua colaboradora por la que haya optado el trabajador autónomo asuma la protección y 

la responsabilidad del pago de la prestación extraordinaria por cese de actividad así como del 

resto de prestaciones derivadas de las contingencias por las que se haya formalizado la 

cobertura, incluyendo el subsidio por incapacidad temporal cuya baja médica sea emitida con 

posterioridad a la fecha de formalización de la protección con dicha mutua y derive de la 

recaída de un proceso de incapacidad temporal anterior cubierta con la entidad gestora. La 

responsabilidad del pago de las prestaciones económicas derivadas de los procesos que se 

hallen en curso en el momento de la fecha de formalización de la protección a que se refiere el 

párrafo primero, seguirá correspondiendo a la entidad gestora. 

Además, la disposición final 8ª del RDley 15/2020 modifica el apartado 7 del citado artículo 17 

del RDley 8/2020, estableciendo que la gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas 

colaboradoras con la Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina, así como que “los 

trabajadores autónomos que no hubieran ejercido la opción prevista en el artículo 83.1.b) del 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 

8/2015, de 30 de octubre, deberán, para causar derecho a esta prestación, presentar la 

solicitud ante una mutua colaboradora con la Seguridad Social, entendiéndose desde ese 

momento realizada la opción prevista en el mencionado artículo con efectos del primer día del 

mes en que se cause el derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad. Junto con 

la solicitud de la prestación deberán formalizar la correspondiente adhesión con dicha mutua, 

que incluirá la cobertura de las contingencias profesionales, incapacidad temporal por 

contingencias comunes y la prestación de cese de actividad que hasta el momento tuvieran 

cubiertas con el Instituto Nacional de la Seguridad Social y con el Servicio Público de Empleo 

Estatal. La Tesorería General de la Seguridad Social tomará razón de dichas opciones en 

función de las comunicaciones que le realicen las mutuas colaboradoras sobre el 



 
 
 

reconocimiento de las prestaciones extraordinarias o a través de cualquier otro procedimiento 

que pueda establecer la Tesorería General de la Seguridad Social”. 

Junto a lo anterior, ha de destacarse que la DF 10 ª del RDley 15/2020 modifica el artículo 35 

de RDley 11/2020, que pasa a establecer que los trabajadores por cuenta propia, siempre que 

no tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus 

deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar entre los 

meses de abril y junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en la normativa de 

Seguridad Social, pero con las siguientes particularidades:  

1ª Será de aplicación un interés del 0,5% en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 

Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.  

2ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 

primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso 

anteriormente señalados.  

3ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de 

los meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un 

plazo de amortización de 4 meses por cada mensualidad solicitada a partir del mes 

siguiente al que aquella se haya dictado, sin que exceda en total de 12 mensualidades.  

4ª La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del procedimiento 

recaudatorio respecto a las deudas afectadas por el mismo y que el deudor sea 

considerado al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social hasta que se dicte 

la correspondiente resolución.  

Este aplazamiento será incompatible con la moratoria regulada en el anterior artículo 

34 y las solicitudes de aplazamiento por periodos respecto de los que también se haya 

solicitado la citada moratoria se tendrán por no presentadas, si al solicitante se le ha 

concedido esta última. 

Por último la Disposición final tercera modifica el texto refundido de la Ley sobre Infracciones 

y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 

agosto. 

 

Otras cuestiones de interés 

Contratación pública 

Este RDley 15/2020 incluye en su Disposición Final séptima una modificación a la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público para agilizar y facilitar la apertura de 

sobres o archivos electrónicos de propuestas de contratación pública, eliminando la exigencia 



 
 
 

de apertura de los sobres en acto público, siempre que se prevea en los pliegos que la 

licitación puede realizarse por medios electrónicos. 

Fe pública 

El RDley 15/2020 señala que la formalización de instrumentos públicos sobre la moratoria legal 

o acordada por las partes de préstamos, hipotecas u otros contratos de financiación no 

hipotecaria incorpora una bonificación del 50% en los términos que recoge el RD 8/2020. 

Asimismo, introduce en la DA 15 el otorgamiento unilateral por el acreedor de los 

instrumentos notariales en que se formaliza la ampliación de plazo derivada de la moratoria 

legal de los préstamos o créditos garantizados con hipoteca o mediante otro derecho 

inscribible distinto. Esta disposición determina que el reconocimiento de la suspensión de la 

deuda hipotecar durante los tres meses previstos por el RD 8/2020 en su art. 13.3 no estará 

sujeta a lo dispuesto en la Ley de crédito inmobiliario. Además, la entidad acreedora tendrá la 

obligación unilateral de elevar a escritura pública el reconocimiento de la suspensión, para 

procederse a la inscripción de la ampliación de plazo inicial en el Registro de la Propiedad 

pertinente y deberá promover la formalización de la póliza o escritura pública de la suspensión 

y su inscripción en el Registro de Bienes Muebles, en su caso. 

 


